EQUIDAD PARA EL PERITO EN EL FUERO LABORAL NACIONAL

El derecho a recibir un adelanto para gastos en el conflicto laboral judicializado

Los autores hacen una descripción exhaustiva y profunda sobre las complicaciones que afronta el perito de oficio convocado por el Fuero Laboral Nacional donde, conforme a su experiencia, suelen no autorizarles adelantos para gastos, ante la menor duda puede ser sancionado, y, en general, se dañan sus derechos, siendo un problema de antigua data que al parecer es de difícil solución, si bien se brinda una propuesta al respecto. 

María Elena Darahuge y Luis E. Arellano González.

1. Introducción

Todo litigio judicial, lleva implícitos varios conceptos fundamentales que es necesario destacar, para brindar marco conceptual al presente artículo, en particular:

· Existencia de un marco de referencias, en el cual se inscriba el litigio, para el caso particular del conflicto judicializado, este marco de referencias está constituido por el Orden Jurídico, imperante en el espacio tiempo considerado (competencia jurisdiccional) y el Sistema Judicial, mediante el cual se dirimen las controversias examinadas.

· En nuestro caso, existe un Orden Jurídico, establecido por la Constitución Nacional y otros documentos similar entidad (los TTIIDDHH, establecidos por el artículo 75, inciso 22, del antes citado cuerpo legal. Este Orden Jurídico determina la existencia de un país Representativo, Republicano y Federal, con división de poderes, estructura jerárquica piramidal y un mecanismo de pesos y contrapesos para evitar los excesos de algún Poder, por sobre los demás.

· En cuanto al Orden Jurídico se basa en una supremacía constitucional, por sobre los tratados internacionales distintos de los nombrados en el párrafo anterior, las leyes de la Nación, entre ellas los Códigos de Fondo con vigencia en todo el territorio nacional, incluidas las delegaciones diplomáticas en otros países (Código Penal, Civil y Comercial, etcétera), los poderes delegados a las provincias, entre ellos las leyes provinciales de forma (Códigos de Procedimientos y Procesales para cada fuero.
· Por lo tanto, sobre el trasfondo de un Código de Fondo (Ley Nacional), se instituyen distintos procedimientos judiciales, acorde con el territorio considerado en particular. Es así que existen Provincias, con mayor tendencia a la oralidad y otras que aún mantienen la estructura escrita como soporte de su proceso judicial.

· Sin embargo, en algunos puntos todas se asemejan: 

· Todo litigio se inicia por una controversia de intereses (persona versus persona, o persona versus Estado).

· Este conflicto de intereses, se refleja en una pretensión.

· El objetivo es convencer al Juez acerca de la Legitimidad y Validez de la pretensión judicializada.

· Para convencer al Juez se debe realizar una argumentación técnica estricta (Hechos, Derecho, Prueba).

· En definitiva la Prueba es el elemento principal que brindará soporte a la argumentación en aras de asegurar la pretensión.

· Una de esas pruebas es la prueba pericial y aquí surge la figura de un testigo experto, que auxiliará al Juez a dirimir aquellos puntos oscuros, en los cuales el referido Juez es lego. Esa figura es el perito.

· Es decir, el perito es un auxiliar del Juez que intentará resolver cuestiones según su arte o profesión. Es un cuasi- testigo (testigo especial), ya que declara sobre lo que conoce, reconoce, analiza, evalúa y comprueba siguiendo el método científico, la metodología criminalística y las tecnología y técnicas propias de su arte o profesión, en tanto que el testigo normal declara sobre lo que ha percibido a través de sus sentidos, en un determinado momento ya ocurrido y en un lugar que ya ha cambiado. En especial, los actos del perito son revisables y repetibles, los del testigo sólo contrastables.

1.1. La Justicia

Que existe un Orden Jurídico y un Sistema Judicial, no implica que el objetivo de dichas Instituciones, tenga relación alguna con el bien: Justicia. En los albores de las estructuras judiciales, los romanos impusieron ciertas máximas que parecen relacionarse con un Bien, llamado Justicia, aunque sea prácticamente imposible definir los conceptos “bien” y “justicia”, como la mayoría de los temas que dependen de la opinión de los interlocutores.
Algunas veces, en particular en el centro de muchos discursos políticos, se retoman dichos principios, teniendo en cuenta que el público en general prefiere aceptar o disentir, pero no analizar. Según Ulpiano, dichos principios son:

· Honeste vivere (Vivir Honestamente).
· Alterum non laedere (No dañar a nadie).
· Cuique suum tribuere (Dar a cada cual lo suyo).

Desde un análisis ingenuo sencillo, parece tema resuelto, pero nuevamente chocamos con los interlocutores y sus creencias filosóficas, religiosas, morales, convivenciales, etcétera. ¿Qué actos positivos y abstenciones deben generarse a partir de vivir honestamente, no dañar a nadie y dar a cada cual lo suyo? Hay quizás tantas opiniones al respecto, como habitantes humanos pensantes, hay en el mundo.
Es decir, en este marco conceptual, en esta estructura de referencia, en este marco tiempo-espacial, la justicia es un ente inalcanzable e imposible de consensuar. Por lo tanto, los humanos normales (más o menos, según el caso), nos acostumbramos a conformarnos con la equidad y este es un artículo que trata precisamente sobre la equidad.

1.2. La pericia

A medida que fue transcurriendo el tiempo y se hizo cada vez más evidente la necesidad de centralizar el uso de la fuerza en el Estado y contar con mecanismos equitativos (como fin a alcanzar), para dirimir conflictos, la prueba que los acompañaba fue evolucionando. Largo tiempo ha pasado desde la venganza privada y la Ley del Talión, hasta nuestra última evolución: libres convicciones, prueba tasada y la sana crítica (aunque tampoco nos pongamos de acuerdo en qué cosa es sano y que cosa es crítica).
Acompañando esta evolución, los sistemas probatorios cambiaron de manos y de instrumentos, a saber:

1. Prueba confesional: Confessus pro iudicato habetur- El confeso se tiene por juzgado, Ulpiano. El problema es que dio lugar a la prueba confesional asistida, con sus variantes desde el potro y la rueda inquisitoriales, hasta la llegada de los estimuladores eléctricos portátiles y las pruebas de resistencia anaeróbicas.
2. Prueba de testigos: Si dos (o más) testigos coinciden en afirmar cierta sucesión de hechos, entonces estos hechos deben darse por válidos. El problema reside en que en todo testimonio influye la subjetividad (y la atención que estaba prestando a los hechos que describe) y la mejor forma de estimular la subjetividad (además del testimonio asistido, variante del potro y demás ya descriptos en el párrafo anterior) es el soborno, la coima,  el estímulo, el retorno, la carta de presentación para acceder al beneplácito de cualquiera (funcionario o no).

3. Prueba de informes: Sufre los mismos condicionamientos que la prueba de testigos. El informe es producido por una entidad, con fines y objetivos propios (en realidad propios de quienes la administran, y siendo toda administración limitada y pasajera, cambia según los vientos del lugar), sólo que se expide con mayor protocolo y gasto de tinta de sellos.

4. Prueba de peritos: A finales del siglo XIX, con el auge de la ciencia, se comenzó a recurrir en los indicios materiales (hoy materiales y virtuales) que quedan en el lugar del hecho. Se los llamó “testigos mudos”, se los analizó usando el método científico, se los evaluó, desarrollando un método propio, hoy denominado método criminalístico y dio lugar al surgimiento del testigo experto alias perito. 

5. Complementariamente, aparecieron el reconocimiento y las inspección judicial, que centralizan en una reconstrucción del hecho (Hoy real o virtual), para facilitar la comprensión del Juez, unificar los testimonios en lo posible y alcanzar un guión aceptable en los hechos reconstruidos.
La prueba pericial, no es otra cosa que un pedido expreso del Juez, a un experto en cierta área del conocimiento para que: o bien recolecte prueba de diverso tipo, o bien resuelva puntos de pericia (puntos conflictivos entre las partes y probablemente resolubles por el conocimiento y la habilidad del perito) o bien resuelva puntos de asesoramiento.

Estas tareas se vuelcan en un informe pericial y se hacen llegar al Juez para que éste evalúe la importancia de los resultados y si sus afirmaciones constituyen elementos conducentes y pertinentes a la investigación en desarrollo (toda resolución de una pretensión, es en sí misma una investigación, cualquiera sea el fuero considerado).

A pesar de lo que opinaban los peritos de la primera mitad del Siglo XX, la pericia no es la reina de las pruebas, ni mucho menos. Es una prueba más que complementará el panorama probatorio y que servirá al Juez para resolver un interrogante en aras de apoyar una pretensión determinada. Y, al perito brindar soporte a la decisión judicial obligatoria (sentencia).

Pero, a veces (esporádicas, pero innegables e inocultables veces), la pericia se constituye en la prueba fundamental, para resolver el caso. Así algunos homicidios fueron resueltos gracias a una pericia balística o papiloscópica, algunas defraudaciones por una pericia documental, algunos secuestros virtuales por una pericia informático forense. Es decir sin grandes pretensiones la pericia se presenta como una alternativa probatoria especial, que a veces puede resultar de mucha utilidad al proceso judicial que la inscribe.

1.3. El perito

No es otra cosa más que un profesional (preferiblemente con título de grado universitario) que aporta sus conocimientos, para resolver los puntos de recolección, pericia o asesoramiento requeridos en el marco de un litigio judicial. Sin embargo es necesario destacar que no todos los peritos ocupan una posición igual ante el Tribunal, podemos dividirlos en tres grandes grupos:

Peritos Oficiales: Deberían ser profesionales con título de grado universitario, que ingresan en una institución orientada a la investigación judicial o de apoyo logístico a la misma (por ejemplo Fuerzas de Seguridad o Fuerzas Policiales, entre ellas la siempre bienvenida Policía Judicial), son funcionarios públicos, muchas veces formando parte de los cuadros orgánicamente estables de la misma (escalafón pericias, grado policial, de gendarmería o prefectura). Como funcionarios de dicha institución cobran un sueldo y reciben todos los beneficios constitucionalmente asegurados (jubilación, obra social, medicina, seguro, etcétera).
Peritos de Parte: Son profesionales también con título de grado universitario, que ejercen la profesión independiente (de forma análoga a los abogados de la matrícula). Son requeridos por una de las partes y a través de ella brindan sus servicios, generalmente de supervisión y auditoría, para controlar, evaluar y supervisar el accionar de los peritos Oficiales y de los peritos de Oficio. Como todos los peritos están obligados a decir verdad, so pena de caer en la conducta tipificada en el artículo 275 del Código Penal (Falso testimonio). Como profesionales independientes se hacen cargo de sus propias contribuciones (jubilación, obra social, medicina, seguro, etcétera).
Peritos de Oficio: Comparten con sus colegas la necesidad de un título de grado universitario. Son contratados por el Juez, a partir de una lista que obra en general en cada Cámara, de los distintos Fueros. Son llamados según un orden que otorga un sorteo (desinsaculación), actualmente en manos de un sistema informático tan oscuro como las palabras de Heráclito y más difícil de evaluar que sus conclusiones, ya que nadie sabe muy bien cómo funciona y no existen mecanismos que permitan controlar sus resultados (este tema ya fue tratado por nosotros con anterioridad en esta misma publicación
). Sin embargo, aunque se desempeñan como funcionarios públicos temporarios y dependen directamente del Juez, no tienen derecho laboral alguno (jubilación, obra social, medicina, seguro, etcétera), salvo el de renunciar y/o preservar la dignidad. De estos profesionales es que queremos tratar en este artículo.

1.3. El adelanto para gastos 

Al ser convocado como perito, el profesional sabe que tiene ciertos gastos que solventar: insumos acordes con la profesión (reducidos en algunos casos, carísimos en otros, como es el caso de los reactivos de las pericias químicas, el instrumental y los programas de las pericias informático- forenses, etcétera).
¿Cómo solucionan el problema los peritos? ¿De dónde obtienen los fondos para poder realizar el informe pericial (que además consume hojas, cartuchos y debe ser entregado en un soporte de resguardo digital)? Bien, los peritos oficiales los obtienen a partir de las partidas que recibe la Institución a la que pertenecen. Los peritos de parte los solicitan a sus clientes. Los peritos de oficio, tienen un mecanismo procesalmente asegurado que les permite solicitar adelanto para gastos (que hay que luego demostrar, porque serán descontados de los honorarios fijados oportunamente).

Pero este adelanto para gastos no es automático, el Juez puede acordarlo, negarlo o reducirlo y luego las partes pueden apelarlo. El caso más reacio es el del fuero laboral nacional, donde sistemáticamente los adelantos para gastos son denegados y el perito debe poner dinero de su bolsillo (“sostener con su peculio”, según la frase más usada, en las resoluciones denegatorias corrientes). Es un caso atípico, en el cuál el que se supone colaborador del sistema judicial, debe poner dicho dinero, para que lo dejen trabajar y si se niega lo sancionan y eliminan de la lista “por tiempo indeterminado”, una tarjeta roja difícil de digerir para el empleado judicial temporario llamado perito, que queda absolutamente desprotegido y desequilibrado en sus derechos (equidad cero) respecto de otros trabajadores en similitud de condiciones.
2. Desarrollo

2.1. El contrato cuasi laboral o la tosquedad judicial 

Transcurridos más de quince años del siglo XXI, parecería ser que existen ciudadanos sometidos a un atraso laboral y maltratados por un Fuero Judicial ,cuya principal responsabilidad consiste en resolver litigios laborales velando por la parte que se presupone más desprotegida, es decir el trabajador.

En efecto el perito de oficio, integrante voluntario de las listas, a partir de las cuales el Juez o alguno de sus funcionarios designa un perito, a efectos de que solucione puntos de recolección de prueba, puntos de pericia o puntos de asesoramiento técnico profesional, no goza de los mismos derechos que cualquier otro empleado estatal, corresponda éste al Poder Judicial o cualquier otra área del Estado.

El Juez necesita resolver situaciones controvertidas, que se utilizan como fundamento en una argumentación orientada a sostener la pretensión de una de las partes (o de ambas), ya que no puede resolver esta situación, porque quizás a su pesar,  es experto en su especialidad y por lo tanto es lego en temas especializados, para los cuales recurre al perito. Esta solución pericial, no es antojadiza, el Juez está obligado a dictar sentencia la que debe ser fundada (legal, lógica, científica y metodológicamente). Como además debe ajustarse a la sana crítica o a la prueba tasada, evitando las libres o subjetivas convicciones, el resultado pericial deviene en un apoyo clave a la decisión judicial obligatoria: la sentencia.

El perito no hace otra cosa que trabajar para el Juez, sobre los puntos de pericia que el magistrado le ordena (que pueden ser requeridos por una de las partes, por ambas o por el mismo Juez) o sobre tareas de recolección o sobre preguntas de asesoramiento profesional. Pero claramente quién lo designa y eventualmente lo remueve es el Juez.

El Juez no hace esa designación en uso de potestades análogas a una empresa particular, sino como representante del Poder Judicial, actuando como parte cuasi-empleadora del contrato de trabajo implícito que la designación genera. Por lo tanto, su Señoría se convierte en representante omnipotente de una especie de "patronal judicial": puede incluso remover al perito a su saber o arbitrio inapelable, utilizando las normas según su criterio y voluntad, ya que no existe en este caso una norma explícita, ni un código de conducta que tipifique la evaluación, ni prueba tasada, ni sana crítica aplicable, sólo hay un reglamento que trataré más adelante. 

El Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, en su artículo 470, señala como causa de remoción: “renunciare sin motivo atendible”. Pero ¿que significa “motivo atendible”? Al parecer constituye una razón desdeñada, el posible no contar con dinero suficiente para sostener una tarea pericial, actuando como si fuera un "prestamista del Estado", desde su propio peculio y con la única retribución de esperar a la decisión de su cuasi-empleador (el Juez y por su intermedio el Estado Nacional), en su oportunidad y bueno (...) ya veremos que nos deparan los hados judiciales. El perito debe financiar al Estado y esperar que se acuerden de él ¿en qué otra relación laboral sucede semejante cosa? no hemos podido encontrar otro caso similar para una persona física (en este caso un empleado temporario del Estado).

No es necesario que se firme un contrato laboral explícito, la aceptación del cargo implica el surgimiento de esta forma particular de contratación. No se trata de un convenio de tipo permanente, ya que estamos en presencia de una actividad eventual, de plazo indeterminado (nunca se sabe cuándo va ha concluir una causa y sobre todo cuándo y cuánto le van a pagar al perito). Tratemos de identificar los componentes de ese cuasicontrato laboral:

Empleador: el Estado nacional, por medio de un funcionario judicial, en uso de sus potestades administrativas.

Empleado/a: un/a profesional en una determinada área del conocimiento especializado, en la que el empleador/a es lego.

Objeto: desempeñar tareas de ejecución profesional consistentes en resolver puntos de recolección de elementos probatorios, resolución de puntos de pericia o de puntos de asesoramiento, a pedido de su empleador.

Duración: indeterminada, probablemente similar a la extensión del Juicio en el que ha sido nombrado (desde la aceptación del cargo hasta la sentencia).

Remuneración: indeterminada, a voluntad del empleador, dándose la rara circunstancia, que cualquiera fuere el monto que determine, no lo pagará de su peculio, ni del peculio estatal, sino del patrimonio de una de las partes. Para fijarlo no tiene que recurrir a los precios razonables de mercado vigentes, ni a las sugerencias de los Colegios y Consejos Profesionales, en el caso de corresponder a una actividad que los posea. El Juez fija el monto que quiere, según le dicta su "saber y entender".

Insumos y materiales para desarrollar la actividad: por cuenta y cargo del empleado. El empleador decide si le devuelve estos gastos, si los considera excesivos, si los descarta de plano o simplemente los incluye en los honorarios, en detrimento de los mismos. Es decir el empleado debe adelantarle los gastos al empleador en concepto de préstamo a cobrar cuando el empleador lo disponga y con los intereses que el empleador determine, si es que decide acordarle algún interés. La oportunidad y circunstancias del pago, quedan a voluntad del empleador.

Excusación y remoción: si el empleado no posee dinero para solventar las tareas ordenadas (pensemos en un perito en balística que requiere un microscopio comparador o un perito en química que debe adquirir reactivos para resolver un interrogante pericial) y se excusa, el empleador puede removerlo a voluntad, sancionarlo y suspenderlo de la lista de peritos, impidiéndole trabajar por el tiempo que estime corresponder su superior inmediato (la Cámara correspondiente), que también forma parte de la estructura judicial, por lo que el perito está orgánicamente supeditado a la misma.

Determinación de los honorarios: el empleador los fija según su real saber y entender. Si el empleado no está conforme, entonces puede recurrirlos por escasos, insuficientes, magros, injustos, discriminatorios, inconcebibles, eso si... para recurrir necesita asesoramiento letrado, es decir pagar a otro profesional para que lo represente, quién tiene la misma profesión que el empleador (ambos son abogados).

Entendemos, entonces, que estamos en presencia de un cuasicontrato de trabajo, particular, atípico, extraño a los ojos del derecho laboral, pero contrato de trabajo al fin. No estamos hablando de una realidad propia de los primeros tiempos de la revolución industrial: se trata de una realidad argentina que contraviene las leyes laborales vigentes. De hecho el empleado de ese contrato laboral no tiene, por parte de su empleador (el Estado - Poder Judicial) ninguno de las conquistas laborales que rigen para los restantes empleados estatales, entre ellos:

Beneficios Jubilatorios.

Cobertura médica.

Cobertura social. 

Seguro de vida o contra accidentes.

Derecho a igualdad de remuneración (igual salario por igual tarea).

Aguinaldo y vacaciones proporcionales.

Por supuesto que el empleado no ha renunciado a estos beneficios, y de hecho no podría hacerlo porque la Constitución Nacional se lo prohibe (Art. 14 bis, el Estado otorgará los beneficios de la seguridad social, que tendrá carácter de integral e irrenunciable): simplemente el empleador ha decidido no acordárselos. 

Se trata, como corolario, de un auténtico indefenso laboral, definido y reglamentado específicamente, que ha sido contratado por un miembro del Poder Judicial, específicamente perteneciente al Fuero Laboral, cuya función social es, paradójicamente, resolver los conflictos laborales, priorizando el bienestar del trabajador (en este caso su empleado directo). 

2.2 El cuasi empleador

El empleador, es quien ha establecido este curioso modo de contratación laboral y entre sus argumentos, que contrastan con lo que favorecería al perito, considera que como se trata de un fuero laboral, entonces es necesario reducir los gastos de litigio por parte del empleado. Parece olvidarse que dichos gastos los pone en cabeza de otro empleado: el perito. Un trabajador debe solventar los gastos del otro y también del Estado. Sin embargo, su solidaridad termina ahí, de ninguna manera asume los gastos del juicio de su propio peculio.

Pero el Juez defensor de los derechos del trabajador, ignora los derechos de su empleado (el perito) obligándolo a solventar la tarea con sus propios ingresos. Por cierto, no con los fondos obtenidos a partir de tareas periciales. Puede soslayar la regulación de los honorarios o fijarlos en cantidades tan insuficientes, que ni siquiera se justifica concurrir a cobrarlos. Si el perito pretende quejarse, primero debe contratar a un abogado, porque la asistencia letrada es obligatoria.

Al parecer el empleador supone que el perito hace su trabajo por placer. Como una ironía: "Si quiere dinero que trabaje como perito oficial o como perito de partes, de lo contrario que pague para trabajar". ¿ Estamos ante el pensar de un profesional del derecho que supuestamente administra justicia laboral?. Estamos hablando del fuero laboral argentino.

Por supuesto que, en estas condiciones, el perito no tiene oportunidad alguna para jubilarse, pagar una cobertura médica o tener beneficios sociales similares a los que disfruta su empleador. ¿Esto es propio de una sociedad equitativa, dónde las personas son todas iguales?.

La regla para los colegas peritos sería: si trabaja como funcionario judicial u operador del derecho o perito oficial o  perito de partes, tiene derechos. Si ha decidido ser perito de oficio, debe pagar los gastos y esperar que su empleador decida pagarle. 

Cabe preguntarse: ¿Nadie se da cuenta de esta circunstancia?. ¿Por qué no se modifica esta injusta situación?. Acaso el empleador ¿No es un experto en temas laborales?. O será que se arroga ser un empleador omnipotente del perito.

2.3. El cuasi empleado

Normalmente es un profesional con título de grado, que ofrece sus servicios al Poder Judicial, como experto en una determinada área del saber. Debe desempeñarse en el entorno judicial que está plenamente ocupado por personas de una única profesión: abogados. Más aún la rotación de los operadores judiciales hace que quienes hoy sean jueces y fiscales, mañana se desempeñen como defensores o abogados de la profesión independiente. 

Parecería ser que el empleador presupone que el empleado al momento de anotarse en la lista de peritos, ha realizado las siguientes concesiones y soslayar sus derechos laborales:

. Aceptar el cargo impuesto por el Juez, sin realizar reserva alguna, limitándose a resolver los puntos ofrecidos, a cualquier costo (sean estos pertinentes, conducentes, resolubles o no).

. Cumplir la tarea en el tiempo establecido a su propia costa, cualquiera fuere el valor que implique en instrumental, insumos o recursos humanos la tarea pretendida (del tipo: revise, coteje, evalúe e informe el contenido de los mensajes de correo electrónico intercambiados entre la empresa J.J. y el empleado M.M., aunque sean centenares de mensajes). Los gastos efectuados debe documentarlos (es todo un tema con los traslados y el uso de la tarjeta SUBE), con la esperanza de que el Juez oportunamente se avenga a devolverlos, en forma total, parcial o nula.

. Si no le alcanza el tiempo debe pedir prórroga y clamar para que el empleador se la conceda.

. Si  desagrada en algo, el empleador puede removerlo y desafectarlo de la lista de peritos por un tiempo que puede representar dejarlo afuera del sistema por ese año Judicial. Esta potestad no necesita ser fundada por el empleador.

. Sus honorarios, en general, son exiguos cuando están regulados. Los honorarios de los abogados están, normalmente, acordes con su participación e importancia en la resolución del conflicto judicializado.

Toda acción por parte del perito intentando revertir esa situación probablemente se sancionará con la remoción y la suspensión.

Si el perito no está conforme puede recurrir (como si fuera un ciudadano más), eso si debe tener asistencia letrada y compartir sus "honorarios" con el abogado de turno (para el Juez un colega). En algún momento pensamos que les llamaban honorarios de peritos, porque lo único que se podía comprar con ellos era honor. Luego entendimos que deberían denominarse emolumentos simbólicos.

2.4. La sujeción a ultranza a la norma

Nuestro derecho constitucional se caracteriza por un mecanismo legislativo general que impone un control constitucional basado en la división de poderes y un juego de pesos y contrapesos que asegure un equilibrio estable (o al menos indiferente), a efectos de evitar los excesos personales (en especial de los funcionarios públicos) al hacer uso de sus atribuciones derivadas del cargo que ocupan.

Este criterio se transmite, por simple imperio constitucional, al resto de las normativas inferiores, empero salvo el caso de la normativa aplicable a los peritos en la Justicia Nacional. El Reglamento de peritos de la Justicia Laboral del Trabajo, desdeñando su carácter regulador de una relación laboral, entre el Estado y un trabajador temporario, destrata al perito. Analicemos un poco su articulado:

Artículo 2º: Las solicitudes de admisión de nuevas profesiones o especialidades, no serán consideradas cuando se produjesen fuera de la oportunidad prevista en el art. 3º de este reglamento, salvo que la Cámara, por circunstancias excepcionales, considerase necesario admitirlas.

Es decir, no tiene importancia alguna los desarrollos y evoluciones científicas, tecnológicas, técnicas, ni académicas. Quién decide si una profesión existe para el derecho laboral o no es el Camarista. Tal es el caso de la Informática Forense donde se la incluye en grupos profesionales generales (informática, computación, sistemas, electrónica, contabilidad, administración de empresas): algo equivalente a confundir un médico sin especialización, con un médico legista. O bien, se la incluye en especialidades con o sin relación con la misma (seguridad informática, auditoría): algo parecido a confundir a dicho médico legista con un pediatra. 

Por supuesto esta decisión es arbitraria por parte del camarista, no tiene estructura de revisión, ni contrapeso alguno, aunque sea evidente que genera daños en la estructura laboral regulada, entre otros:

. Integra en grupos generales, establecidos según el arbitrio de un funcionario judicial, profesiones absolutamente dispares, ya que constituyen especialidades separadas en la formación académica original. A modo de ejemplo, no distingue entre un perito o experto en informática forense y un ingeniero en cualquier rama similar o no. Es tal la confusión, que si uno le pregunta a un funcionario judicial si la informática forense corresponde a la criminalística o a la informática, ni siquiera comprende la naturaleza de la pregunta (aunque un perito sin conocimientos en criminalística y derecho, no sea otra cosa más que un opinólogo culto, en el mejor de los casos).

. Genera competencias y discusiones sin sentido quitando relevancia a la opinión pericial fundada y vertida en su correspondiente informe. Nos ha tocado compartir audiencia en un Tribunal Oral Criminal, en el que en el mismo momento y con idéntica credibilidad participaban, opinando sobre informática forense: un Ingeniero en Informática con Especialización en Criptografía y Seguridad Informática e Informática Forense (perito de parte); un Ingeniero en Electrónica (perito de parte); un Analista de Sistemas (Jefe de un área pericial policial); y un suboficial de la policía con secundario aprobado (perito oficial, autor del informe pericial en discusión). Este es el tipo de extravío que provoca el poner en cabeza de un funcionario la habilitación pericial selectiva (la inclusión en lista), sin otro criterio que su leal saber y entender (en el mejor de los casos) y con decisión inapelable. ¿Pesos y contrapesos? ¿Derecho a la revisión?, no parecen propios de esta estructura reglamentaria.

Esta confusión al integrar las listas, esta integración sin sentido evidente, este desconocimiento por las especialidades de otras profesiones se contrapone, con la misma norma reglamentaria que especifica:

 “Artículo 4º: Las solicitudes de inscripción deben presentarse por escrito, en formularios aprobados por la Presidencia de la Cámara, apropiados para su posterior tratamiento informático. Todos los datos requeridos en el formulario deberán constar en la solicitud como requisito para su admisión.  Además, deberán cumplirse los siguientes requisitos en el momento de presentar la solicitud:... c) Exhibir el original y presentar fotocopia del título profesional y de la certificación que acredite la especialidad invocada.” 

Nos preguntamos: ¿De qué sirve certificar una especialidad que no figura en la lista?

Por último, pero lo más relevante, es que esta confusión y desorden legal hace que el justiciable, viva en la más absoluta incertidumbre respecto de la idoneidad, capacidad, nivel académico y tecnológico, del perito que opina sobre una prueba, a partir de la cuál puede decidirse su destino. En el caso del derecho procesal laboral, el tema es màs que evidente. 

Por supuesto, aún en el caso de reunir los requisitos, el incluirlo o no en la lista es una potestad del funcionario de turno. El mecanismo de apelación ante esta decisión (derecho constitucional a la revisión, considerando además la disparidad que existe entre el empleador: un funcionario judicial del Estado y el perito: un profesional de menor nivel según la visión del empleador, está establecido en el siguiente artículo:

 “Artículo 8º: La admisión o el rechazo de las inscripciones o reinscripciones serán resueltos por el Presidente de la Cámara. Los interesados podrán, dentro del plazo de tres días de conocida la resolución, recurrir de ella ante la Cámara”.  

Otra vez, nos preguntamos: ¿Que seguridad tiene el apelante, si quien resuelve acerca de la decisión del presidente de la Cámara, es la misma Cámara? .

1.20.2 Régimen de licencias y constitución de domicilios 

"Artículo 9º: Los pedidos de licencia deberán presentarse a la Oficina de Peritos y dirigirse al Presidente de la Cámara, quien los resolverá teniendo en cuenta los motivos invocados y los antecedentes que registre el solicitante. Todo pedido de licencia que exceda un total de treinta días hábiles por año calendario, o de un máximo de dos solicitudes en un mismo lapso, será considerado como renuncia a la inscripción vigente salvo motivos excepcionales que se juzgarán en la forma establecida en el artículo 8º".
Pese al esfuerzo puesto en intentar una analogía, no nos fue posible encontrar otra relación laboral que contenga un principio parecido. Al parecer los Contratos Colectivos de Trabajo, no tienen tendencia a dejar en manos del empleador el juzgar si una causa es excepcional y evita la sanción por parte del empleador. La carga de la prueba se ha invertido, ya no es el empleador quien tiene que probar la trasgresión del empleado, sino el empleado demostrar que tiene causa para pedir licencia, por ejemplo por enfermedad, eso si, si se enferma dos veces en un año o está enfermo más de treinta días se lo excluye de la lista, es decir se lo despide con causa ¿Justificada?, al menos desde el punto de vista de este artículo. 

"Artículo 10: Aún cuando se le conceda la licencia, el perito deberá continuar hasta su total terminación los trabajos que se le hubieren encomendado, salvo causa debidamente justificada que deberá invocarse ante el juez interviniente en cada proceso".

Seguimos preguntándonos: ¿Y si se enferma o sufre un accidente? Por supuesto nadie cubre esa enfermedad o accidente (el artículo 14 bis. de la CN, no se aplica al perito, ni tampoco las normas laborales supralegales o subalternas), pero además debería cumplir con la tarea, mientras se encuentre en dichas situaciones, sujeto ello a la potestad del empleador, pudiendo despedirlo sin más trámite.

“Artículo 20º: El perito que se halle impedido de aceptar el cargo, deberá hacerlo saber al juzgado que lo hubiere designado dentro del plazo de tres días de haber sido notificado".

"Artículo 21º: Si el perito invocase impedimento para aceptar el cargo, o para presentar su informe en el plazo requerido, el juez resolverá sobre ello. Si aceptase la excusa, comunicará a la Cámara para que conste en el legajo personal.”

Claro, el juez nuevamente decide si el impedimento es válido o no, y de todas maneras se deja constancia en el legajo, algo así como una amonestación o un llamado a la reflexión, acerca de su deber para con el empleador y su absoluta subordinación al mismo. 

Más interrogantes: ¿Por qué ser tan duros y exigentes con alguien que voluntariamente se inscribe para actuar como un auxiliar del poder judicial (que no obligatoriamente se relaciona con la justicia)? Un profesional que pretende colaborar con el Juez, brindarle apoyo a la decisión judicial obligatoria (sentencia), un aliado, un auxiliar en el camino de la resolución judicial, ni más ni menos que un empleado leal.

"Artículo 22º: El perito, deberá cumplir su tarea personalmente y, sin perjuicio de la colaboración que puede requerir para gestiones de mero trámite, no puede delegar parte alguna de la tarea profesional para la que haya sido designado. Cuando el perito tuviere motivo que estime atendible para renunciar a un cargo ya aceptado, deberá comunicarlo al juzgado antes de hacer abandono de la tarea encomendada. Si el magistrado considera justificables los motivos alegados, podrá relevarlo del cargo y mantenerlo en la lista, siempre que ella se hallare vigente en el juzgado, para que vuelva a ser sorteado cuando la misma se agote. Tal decisión, deberá comunicarse a la Cámara en todos los casos para que se tome nota en el legajo del perito".

"Artículo 23º: Cuando el perito no aceptare el cargo o se hubiese desestimado la causal alegada para no aceptarlo, o no fueren atendibles los motivos invocados para la renuncia o el experto no presentare en término el informe encomendado o sus ampliaciones, el juez lo removerá en el expediente, y comunicará la novedad a la Cámara, con indicación de la fecha y causa de la remoción, de la fecha de la resolución no cumplida, y del domicilio en que esta se haya notificado. El perito removido, no volverá a participar en sorteo hasta que la Cámara resuelva".
"Artículo 24º: Recibida por la Cámara la comunicación a que se refiere el artículo anterior, el Secretario General correrá vista al interesado por el plazo perentorio de diez días para que formule el descargo. En todos los casos, el Presidente podrá disponer las medidas que considere convenientes con el fin de reunir elementos de juicio para mejor resolver. También podrá disponer la inmediata reincorporación del perito a la lista de sorteos, si lo considerase pertinente en relación con los elementos acumulados".
"Artículo 25º: Cumplidas esas diligencias, el Secretario General informará al Presidente acerca del descargo, de los antecedentes del perito y del resultado de otras medidas que se hubiesen dispuesto. Sobre la base de estos informes, el Presidente dictará resolución que será recurrible ante la Cámara dentro del plazo de tres días".

1.20.5 Sanciones

"Artículo 26º: Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 470 del C.P.C.C.N., cuando el perito no acreditare motivo justificado para no aceptar el cargo, o para no cumplir la tarea encomendada, así como cuando el perito infringiere lo dispuesto en el art. 22º, primer párrafo, de este reglamento, podrá ser separado del registro por el resto del año o por un período mayor".
"Artículo 27º: Para resolver acerca de la separación del registro en los casos del artículo 26, se tendrá especialmente en cuenta, si el perito registra antecedentes desfavorables en los últimos dos años de desempeño efectivo. En cualquier caso, la remoción dispuesta por el juez quedará firme en el expediente en que se hubiese adoptado".
"Artículo 28º: En caso de considerarlo pertinente, la Presidencia comunicará la sanción impuesta al organismo o entidad que ejerza el poder disciplinario sobre la profesión del perito".

"Artículo 29º: Las sanciones establecidas en este Reglamento, son independientes de las que dispongan las normas que rijan el ejercicio de las respectivas profesiones o especialidades".

Sintetizando o poniendo en limpio estos últimos artículos, el perito que se negara a poner dinero de su peculio para "ayudar" al Estado, en cabeza de un funcionario judicial es: 

. Removido de inmediato, 

. Sometido al mismo organismo que lo sancionó, 

. Privado del derecho efectivo a doble instancia, 

. Apartado en forma firme en todos los casos, 

. Separado, eventualmente, por el resto del año o por un período mayor (fíjese el lector la similitud con el artículo 52 del Código Penal 5)

. Comunicado la sanción al Colegio o Consejo del cual dependa el profesional, siendo independiente de otras sanciones que se le apliquen por la misma causa y a los mismos efectos.

Otro interrogante que nos aqueja: ¿Cómo es posible que semejante normativa siga vigente?, siendo que el perito brinda servicios de asesoramiento especializados, sin mecanismo alguno de pesos y contrapesos, discriminatoria para un trabajador eventual estatal, sin derechos laborales algunos, sin compensaciones ni estímulos adecuadas, al margen de las cargas jubilatorias y sociales. Queremos suponer,  con quizás exagerada buena voluntad, que simplemente se trata de una equivocación o error normativa, que se ha perpetuado en el tiempo y que no ha sido revisado por el derecho laboral. 

2.5. La comparación con los operadores del derecho

Para evitar enfrentar el verdadero problema se suele recurrir a una comparación de los peritos con sus cuasi-colegas, los abogados: se trata de profesiones independientes y los abogados también esperan hasta terminar el juicio para cobrar. Por supuesto existen algunas pequeñas diferencias entre las situaciones de unos y otros, e intentaremos resumirlas:

. Los abogados cuentan con su Colegio de Abogados y todos comparten una característica profesional: aunque suene redundante decirlo, son abogados. Por su parte los peritos provienen de todas las ramas del saber conocidas y sólo en muy pocos casos cuentan con un Colegio o Consejo que los integre.

. La pertenencia al Colegio de Abogados asegura la mayoría de las prestaciones laborales, sociales y familiares que establece la Ley. Pertenecer (en el caso de existir) a un Colegio o Consejo Profesional de otra índole, normalmente sólo asegura la matrícula.

. El abogado al aceptar una representación o patrocinio legal, siempre cobra por adelantado (no sólo para cubrir el bono y la tasa de justicia), una especie de adelanto para gastos y lo requiere directamente al cliente, que debe abonarlo o casi seguramente buscar otro letrado. El perito está obligado a aceptar el cargo, no puede ni debe interactuar con la parte y el Juez determina si el adelanto para gastos solicitado es viable o excesivo o inaceptable.

El punto anterior es interesante, aunque tanto abogados como peritos está actuando al parecer en situaciones similares, lo cierto es que el abogado es contratado por la parte (y por lo tanto negocia con ella sus honorarios), mientras que el perito es contratado por el Juez y no puede negociar absolutamente nada.

Consecuentemente, existen “abogados” y “abogados”. En virtud de sus propias cualidades personales se dividen en diferentes grupos de accesibilidad. Esto hace que los niveles de negociación de honorarios sean variados y que se ajusten al mercado. Por el contrario, en el caso del perito da igual que sea un profesional multi-formado o que apenas alcance el perfil para actuar como tal: no tiene posibilidad de discutir sus honorarios en base a su capacitación académica, su perfil profesional y su trayectoria en el ambiente judicial y fuera de él.

Como consecuencia se produce un hecho dañino para la equidad judicial y la seguridad jurídica: (al perito oficial lo dejaremos de lado por tratarse de un profesional asalariado por el Estado y un funcionario público de tiempo completo) la ambición principal de todo perito de oficio es transformarse en perito de parte, consultor o asesor técnico, rol en el cual tendrá similares oportunidades que el abogado en el desempeño de la profesión liberal e independiente. 

El resultado es que o bien los peritos de oficio más capacitados, cumplen el papel por una especie de vocación de servicio sin retribución económica relacionada (trabajan ad hoc y ad honorem) o van migrando hacia la actividad como peritos de parte, dejando aquélla tarea, en manos de los profesionales más jóvenes (resignados a hacer experiencia) o de aquellos que toman la tarea como una forma de entretenimiento para cubrir los espacios libres. 

Si usted necesita un informe pericial científicamente sustentado, desarrollado en base a procedimientos criminalísticos estrictos, lógicamente argumentado y legalmente encuadrado a norma, entonces o bien recurre a un perito oficial (lo que en muchos casos no es posible) o bien paga lo que le pide un perito de partes (consultor o asesor técnico) o se arriesga a lo que salga. ¿Esta situación constituye igualdad jurídica? A nuestro parecer, no.

En definitiva, se desprende que cuando conviene somos trabajadores independientes (como los abogados), cuando se requiere otra visión somos empleados estatales sujetos a todas las restricciones y exigencias del funcionario público y a la hora de pagarnos debemos conformarnos con lo que sea.

Con excepción del Derecho Penal, donde está específicamente prohibida, la analogía es una herramienta frecuente en el razonamiento y argumentación de los operadores del derecho (ya sea que ejerzan la profesión laboral o sean miembros del poder judicial, como jueces o funcionarios, funcionales o no).

Utilizando dicho recurso argumentativo, con absoluto desparpajo afirman: “el perito de oficio, no tiene derecho a solicitar adelanto para gastos y debe esperar que se le regulen oportunamente los honorarios, esperando al igual que el abogado que ejerce la profesión laboral y aguarda de la misma manera”.

Tal vez, ante la mirada ingenua de los simples y/o intelectualmente negados, la afirmación expresada pueda tener una validez cuasi dogmática, sin embargo intentemos analizarla a la luz de la realidad que nos involucra a la mayoría, con excepción de aquellos iluminados que forman parte del reino de los espíritus, lo que se hace evidente por sus decisiones judiciales al respecto.

Similitudes entre la profesión laboral del abogado y la profesión de perito de oficio:

1. El abogado requiere un título de grado oficial, expedido por una Universidad de nuestro país. En el caso del perito, si la profesión está regulada también. En nuestro caso es frecuente que reunamos in personae, más títulos académicos universitarios que la suma total de títulos de igual tenor obrantes entre los funcionarios presentes en un determinado tribunal. Si la profesión no está regulada, la mayoría de los Códigos Procesales, autoriza al Juez, a designar perito excepcionalmente a un idóneo (pero se trata de la excepción y no de la regla, aunque la realidad judicial parece demostrar lo contrario).
2. El abogado requiere matrícula del Colegio de Abogados, de la jurisdicción ante la cuál se desempeña. El perito también en el caso de las profesiones reguladas, con las mismas excepciones detalladas en el punto anterior.
3. El abogado que trabaja como Juez, Secretario, Fiscal, Defensor Oficial o Funcionario del Poder Judicial, recibe un sueldo del Estado, cobertura social, protección sanitaria y acceso jubilatorio, asegurados por el cargo que ostenta. El perito que trabaja como perito oficial, regularmente miembro de una Institución Judicial, Fuerza de Seguridad o Policía, goza de los mismos derechos laborales, aunque con diferente escala salarial. En ambos casos estamos en presencia de funcionarios públicos, con sus privilegios y responsabilidades asociadas.
4. El abogado que ejerce la profesión laboral se asemeja al perito de partes, ya que para  poder trabajar, además de la matrícula, debe pagar jubilación, obra social, etc. de su propio peculio. Aún los peritos de partes, que actúan en profesiones no reguladas o que no cuentan con colegiatura asociada alguna (caso de los peritos en balística, armeros o dactilóscopos, entre otros muchos), deben cumplir con las normas laborales legalmente imponibles (por lo menos monotributo, lo que exige pago de jubilación y obra social).

Aquí terminan las similitudes, veamos ahora las diferencias entre el Abogado que ejerce la profesión independiente y el perito de oficio:

Forma de contratación:

1. El abogado establece un contrato laboral con su cliente, en forma libre, consensuada y sinalagmática, ofreciendo un servicio (como obligación de medios, no de resultados) a su cliente y fijando los honorarios[1]. 
a. Lo que vemos todos los días, no es el trabajo gratuito, esperando los honorarios, sino un pedido de adelanto (que nunca se descuenta de los honorarios) que el cliente paga o va a otro lado. 
b. El caso del abogado que cobra la consulta, es la norma, no la excepción. 
c. En ningún caso el abogado pone dinero de su bolsillo para sustentar los gastos de comienzo del litigio (haya o no mediación previa). 
d. Con esto, el referido profesional se asegura un ingreso, más o menos elevado, acorde con la figuración que el referido abogado tenga en los medios de comunicación y el ambiente de la farándula, ya que ningún cliente hace un estudio previo sobre los méritos académicos del profesional a contratar (diploma de honor, promedio, postgrados, premios, investigación y todos esos indicadores tan devaluados en la sociedad actual), es decir en ningún caso trabaja a pérdida o poniendo plata de su bolsillo. 
e. En la mayoría de los casos y ante la eventualidad de que le regulen oportunamente honorarios exiguos, establece con su cliente un pacto de cuota litis, que por disciplina, nunca es inferior al veinte por ciento del capital en litigio.
f. In extremis, si la regulación de honorarios es considera baja por su beneficiario, siempre puede apelarlos, sin más trámite que realizar dicha apelación, fundarla y entregarla en barandilla.
2. El perito de oficio, debe anotarse en una lista, previa comprobación de su título por la Cámara correspondiente, que en el más estricto de los casos exige complementariamente la matrícula, para aquellas profesiones que cuentan con colegio propio, asociado o adoptante por similitud (los Colegios optimizan la matriculación a costa de reducir los controles de idoneidad profesional de sus matriculados). De ninguna manera le exige pago de aportes jubilatorios, sociales, médicos u otra carga laboral legalmente obligatoria para cualquier contratación laboral en blanco (y no me refiero al color de la piel, que siempre fue un estigma para los que muestran una apariencia externa diferente de sus captores). En estas condiciones espera que lo llamen y le asignen una tarea, mediante un contrato laboral, como empleado eventual del estado, por un tiempo acotado y por una tarea específica. En dicho contrato, no puede negociar nada y en el caso del derecho laboral debe poner dinero de su bolsillo para sustentar los gastos que la tarea pericial, impuesta por el tribunal, le demanden. Es decir debe sustentar al estado de su peculio exclusivo, con la esperanza (efímera e insustentable) de ser resarcido alguna vez, por su empleador, que además fijará sus honorarios, en su momento, según su leal saber y entender (¿sana crítica laboral? NO, en el mejor de los casos libres convicciones, cuyo grado de libertad y convicción dependerán más de la funcionalidad del momento que de la aplicación de un principio de equidad tan simple como: igual salario por igual tarea) y sin posibilidad de negociación gremial o individual alguna. La obligación es la propia de un funcionario público, que siempre es exorbitante, respecto de su similar de medios.
a. Por supuesto no puede pedir un adelanto, porque se lo niegan escudándose en el artículo 91 de la L.O.
b. ¿A quién le podría cobrar la consulta? ¿Al Juez? 
c. Está obligado a poner dinero de su bolsillo para sustentar los gastos que insuma la labor pericial.
d. No puede asegurarse ingreso alguno, porque no puede pedir adelanto de gastos y frecuentemente se olvidan de regularle los honorarios, en particular, cuando las partes resuelven el conflicto de común acuerdo. Es decir siempre debe invertir y esperar (una especie de solve et repete, sin solución de continuidad, porque el repete, nunca se produce).
e. Por supuesto no puede establecer pacto de honorarios alguno.
f. In extremis, si la regulación de honorarios es considera baja por su beneficiario, siempre puede apelarlos. Pero… oh sorpresa, debe recurrir a los servicios de un abogado, ya que para hacerlo, necesita contar con un patrocinante legal (abogado + adelanto + gastos + veinte por ciento de los honorarios obtenidos = obligación de medios, pero pago obligatorio).

Es cierto que el perito se anota voluntariamente en la lista, sin embargo este acto no implica renunciar al pago por sus servicios, toda tarea labora, más aún un contrato eventual generado entre el Estado y un Particular, se supone onerosa. Por otra parte el perito no hace renuncia expresa, ni implícita de sus derechos laborales constitucional e internacionalmente protegidos. 

Estimados operadores del derecho: ¿A qué se refieren con la analogía expresada al principio de este parágrafo? Porque si a pesar de todo, afirman que es verdadera, ustedes (independientes o funcionarios) para aproximar un poco las cosas deberían pagar de su bolsillo, los gastos que implica el comienzo de un litigio, incluyendo los honorarios del mediador y de los demás auxiliares del Juez de turno.

2.6. El aporte de los ejecutores del derecho

Esta visión particular que coloca al auxiliar del Poder Judicial, nominado Perito, como un colaborador en desventaja, se ha difundido tanto que todos los operadores del derecho parecen colaborar a incentivarla. 

En tal sentido y con el criterio firme de que el perito debe trabajar “ad honorem” del abogado y que su derecho a percibir dinero a cambio de su tarea de asesoramiento, recolección de prueba o resolución de puntos periciales, no representa una justa compensación a su trabajo, suelen considerar mejor llamar al perito como "testigo", antes que como propiamente "perito".

Aquí no podemos evitar nuestra naturaleza docente. Por ello, les detallamos un caso que le ocurrió a un colega ingeniero en electrónica y al que consideramos uno de los mejores peritos locales en temas telefónicos, al que llamaremos “el ingeniero”; para preservar su identidad:

Los Hechos:

El ingeniero, nunca se inscribió como perito en el fuero laboral, tal vez para evitar ser sometido al Contrato Colectivo de Trabajo, llamado Reglamento, del cual ya hablamos en esta monografía. 

Hace algunos años fue convocado por una empresa de call-center como asesor técnico para determinar si sus empleados cumplían funciones en el ámbito de las telecomunicaciones o en el de comercio. 

El dictamen técnico le fue requerido para ser presentado en su oportunidad ante el Ministerio de Trabajo de la Nación por una diferencia de criterios con representantes gremiales.

Hace dos años, fue citado por un tribunal laboral de esta Capital Federal a pedido de una parte, para declarar como testigo en un juicio de una XX contra una empresa de call-center que operaba en Mar del Plata y que, en caso de no presentarse, se lo haría comparecer con la fuerza pública.

La causa laboral era, por supuesto de carácter monetario y se le pedía en carácter de testigo, confirmar o negar lo que curiosamente los abogados de la parte requirente, habían copiado del expediente del Ministerio de Trabajo y que resultaba ser ni más ni menos que …. todo el documento del dictamen técnico que oportunamente como profesional había efectuado para un tercero no involucrado en esta cuestión.

Al ser interrogado por el funcionario del juzgado, manifestó que estaba allí por haber sido convocado como testigo y que no era cualquier testigo ya que no conocía a ninguna de las partes involucradas, pero seguramente como experto en el tema y que como profesional independiente, el tiempo y el uso del documento oportunamente emitido y firmado por mí debían ser debidamente compensados (horas/hombre, derechos de autor, etc.). Salvo un comentario sarcástico del funcionario judicial que me había recibido, no hubo otra reacción.

Esta situación se repitió en tres causas más, por las cuales fueron citándolo a lo largo de algunos meses, finalmente presentó un escrito cuyo texto – en su parte medular - fue el siguiente:

Habiendo sido notificado mediante cédula recepcionada con fecha 01 de Octubre de 2010 de la citación como testigo en los presentes autos debiendo comparecer el día 25 de Octubre próximo, me presento ante V.S. a fin de efectuar las siguientes manifestaciones y consideraciones.

...

El código Procesal Civil de la Nación, no define específicamente la función del testigo, sin embargo doctrinariamente se concibe como la persona física que informa a V.S., acerca de hechos, lugares o circunstancias, que hayan llegado a su conocimiento por medio de los sentidos.

Es decir: lo que vio, escuchó, tocó, olió o saboreó. No existe norma legal que establezca que debe declarar sobre sus conocimientos personales, ya que no están referidos específicamente a esta circunstancia, sino que son una interpretación particular atribuida por medio de sus experiencias y formación profesionales.

He ahí la diferencia entre el testigo y el perito. El perito es un testigo, que de hecho sostiene una relación de género y especie entre la prueba de testigo y la prueba pericial.

Pero en este caso, el testigo no es un testigo común (aunque le caben las generales de la ley), sino un testigo experto. 

El art. 442. del CPCC señala que “Los testigos serán libremente interrogados, por el juez o por quien lo reemplace legalmente, acerca de lo que supieren sobre los hechos controvertidos, respetando la sustancia de los interrogatorios propuestos.” 

Dicho artículo habla a las claras de hechos controvertidos (que se hayan presenciado, escuchado, etc.) y no de conocimientos adquiridos en su formación profesional, mientras que:

PRUEBA DE PERITOS PROCEDENCIA 

“Art. 457. - Será admisible la prueba pericial cuando la apreciación de los hechos controvertidos requiere conocimientos especiales en alguna ciencia, arte, industria o actividad técnica especializada.”

Es evidente que en esta convocatoria estamos ante la presencia de un testigo experto, que judicialmente se denomina PERITO.

Al analizar los artículos anteriormente citados y relacionarlos, surge claramente la diferencia entre un testigo y un perito.

Por lo arriba expuesto y dado que mi título de profesional universitario es de Ingeniero Electromecánico, Orientación Electrónica y que como tal he desarrollado mi actividad profesional en los campos de la electrónica y particularmente de las telecomunicaciones y en dicho carácter estoy matriculado en el Consejo Profesional de Ingeniería de Telecomunicaciones, Electrónica y Computación (COPITEC) de Jurisdicción Nacional, solicito a S.S. excusarme como testigo por:

a) No tener conocimiento alguno sobre los hechos controvertidos (art. 442) ya que en los mismos no tuve participación alguna, por medio de los sentidos. No conozco a ninguna de las partes intervinientes en estos actuados.

b) Tratarse de un interrogante meramente pericial, en relación con un Dictamen Técnico que hiciera oportunamente en mi carácter de experto a solicitud de un tercero quien lo incluyera en actuaciones propias ante el Ministerio de Trabajo. 

Ello hace suponer el ocultamiento malicioso de una solicitud pericial profesional, que se intenta por medio de una declaración gratuita, con el objeto de evitar a las partes el pago de honorarios periciales. Este encubrimiento doloso opera en desmedro de los profesionales peritos, de la ciencia y técnicas relacionadas y de la buena fe que debe reinar en todo proceso judicial.

Si aún así ese Tribunal estima que debo declarar en la causa, ruego a V. S. que el interrogatorio se limite a los hechos controvertidos, que haya apreciado por medio de los sentidos (art. 442) y no a puntos periciales que pudieran derivarse de la aplicación del Art. 457, por tratarse de pruebas de naturaleza jurídica diferente y claramente diferenciadas en el Código Procesal Civil de la Nación.

Por ello solicito a V.S. dejar sin efecto la resolución de hacerme comparecer a testimoniar en calidad de testigo.

Minutos antes de la cumplirse la hora prevista para la declaración, el ingeniero presentó el escrito y fue de inmediato recibido por el Sr. Juez laboral, con quien tuvo la oportunidad de departir más de 30 minutos. S. Sa., entendió perfectamente la situación y dictó una resolución para ser incorporada a la causa en cuestión, liberándolo de testimoniar y exigiendo a la parte que había solicitado la comparecencia (que por supuesto no se encontraba presente en el juzgado), que si se requería de su presencia y conocimientos para ayudar a dilucidar la Causa, se lo contrate como profesional con incumbencia en el tema.

Este pequeño, pero no por eso menos importante relato, nos deja en claro que para algunos operadores del derecho, resulta preferible convocar a un perito como testigo. De esta manera pueden evitar pagarle honorarios lo que, en general, no se ve reflejado en menores costos para el cliente. En este incidente, pudimos informar una realidad dolorosa pero con final feliz. Por supuesto la decisión fue tomada por el Juez. Acaso, ¿Podemos aspirar a que todos los jueces resuelvan de igual manera?

2.7. El recurso de reposición, a posteriori de la denegatoria del adelanto para gastos.

Reafirmando lo expresado hasta aquí, se impone buscar una solución a la situación de hecho que nos rige a los peritos de oficio, en el Fuero Laboral: somos empleados del poder judicial, temporarios, eventuales, acotados a un tema específico y puntual, pero empleados del poder judicial al fin.

No hemos renunciado a nuestros derechos laborales, sin embargo no tenemos acceso a la salud (si nos pasa un accidente in itinere, lo tenemos que solventar de nuestro bolsillo), ni a descuento jubilatorio, ni a beneficios sociales, ni a vacaciones pagas, ni a descanso dominical, ni a nada que se le parezca. Eso si, tenemos toda la responsabilidad del funcionario público. Para mejorar el panorama, debemos pagar de nuestro peculio, para sostener los gastos impuestos por el Poder Judicial (recordemos que no somos empleados por las partes, sino empleados del Juzgado que nos designa).

Los tribunales laborales, responden a los pedidos de adelanto para gastos, de manera automática e idéntica (se podría hacer un sello de negación de adelanto para gastos, para evitar los mismos al Tribunal, economía procesal que le llaman). ¿Qué podemos hacer en este caso? Responder con un recurso de reposición, de esta manera o bien nos hacen lugar, o bien nos habilitan la instancia de Cámara.

La experiencia profesional nos indica que se dan los siguientes casos típicos, ante la presentación de un recurso de reposición, por parte del perito afectado:

1. El Tribunal hace lugar al adelanto y ordena el pago por parte de la demandada (normalmente el actor es el trabajador). En este caso la demandada opta por:

a. Depositar el adelanto en el Juzgado. (Este caso es hipotético, porque nunca lo hemos visto, en nuestra carrera pericial).

b. Apelar la Resolución a Cámara (todos los casos observados).

2. El Tribunal no hace lugar al adelanto y ordena la realización de la pericia. En este caso el perito opta por:

a. Realizar la pericia solventando los casos de su propio peculio (noventa y ocho por ciento de las veces, ya que sólo conocemos las excepciones de estos dos autores).

b. Apelar la Resolución a Cámara (cien por ciento de casos de los autores).

Ante la apelación a Cámara, ésta puede adoptar una de las siguientes soluciones (entre otras varias, menos frecuentes):

1. Confirmar el adelanto para gastos y ordenar su depósito por ante el Juzgado Interventor. (No tenemos constancia de casos típicos)

2. Confirmar el adelanto para gastos reduciendo el monto solicitado, a una cantidad cuasi ridícula (el 10 por ciento de lo solicitado en una pericia química analítica).

3. Denegar el adelanto para gastos y ordenar la realización de la pericia, a costa del bolsillo del perito. (Todos los casos conocidos, con excepción del citado en el punto anterior).

Frente a las resoluciones 2. y 3. Anteriores (no consideramos la 1., porque no conocemos casos de referencia, suponemos que el perito cobra el adelanto y hace la pericia, pero es sólo una hipótesis sin referentes en la realidad), los peritos suelen:

1. Realizar la pericia solventando los casos de su propio peculio.

2. Solicitar excusación y remoción, por no contar con dinero para solventar los gastos periciales exigidos para un trabajo profesionalmente digno. (Solución propuesta e implementada constantemente por los autores).

Completando el tema, queremos decir que, aunque sea raro, hemos tenido buena respuesta de parte de ciertos jueces laborales, que se han hecho eco de la situación de inequidad generada por tratar al perito no como a un empleado judicial temporario, sino como un esclavo sin derechos (algo propio de la más oscura etapa de la historia humana y que sólo tiene equivalentes en la esclavitud, la servidumbre de la gleba, la mita, las encomiendas y otras instituciones, declaradas perimidas por el derecho, pero subsistentes en los hechos y en especial en los casos tratados) y han autorizado el adelanto solicitado. Son pocos, valientes, arriesgados, revolucionarios, pero profundamente humanos y sensibles ante la inequidad que soportan los peritos de oficio, privados de derecho, por la aplicación del artículo 91 de la L.O. Hacemos votos para que ese ejemplo se difunda, en especial en las instancias de apelación.
Pensamos que es necesario perseverar, hasta llegar a la CSJN y eventualmente a los Tribunales Internacionales, para recomponer la relación laboral, absolutamente atípica y fuera de orden constitucional que los peritos de oficio debemos soportar, frente al accionar mayoritario, indigno y vergonzoso de un fuero laboral, que debería defender los derechos de los trabajadores y abstenerse de contratar esclavos disimulados entre sus filas de colaboradores (un perito, oficial, de parte o de oficio no es otra cosa más que un auxiliar del Juez, ya que para el perito de oficio la ley laboral no se aplica y la justicia en éstos casos brilla por su ausencia).

2.8 La personalísima decisión de luchar o callar:

Sin embargo, no sólo son nubes negras en el horizonte, los peritos de oficio mucho podemos hacer, para revertir esta situación de auténtica privación de derechos laborales que sufrimos, en manos de un fuero laboral, que debería defendernos y no reducirnos a la esclavitud de hecho y derecho (art. 91 de la Ley 18.345), entre otras cosas:

1. Anotarse en los Juzgados laborales, aceptar los cargos, pedir adelanto para gastos como requisito excluyente. 
2. Si se los niegan, interponer recurso de reposición.
3. Ante la confirmación de la negativa, proseguir el tema ante la Cámara correspondiente, solicitando la inconstitucionalidad del artículo 91 de la LO.
4. Por fin si la cámara niega, pedir ser excusados y removidos, por no tener dinero disponible para asumir los gastos por cuenta propio. No se trata de que lo tengan o no, sino de defender su derecho a realizar una labor remunerada. Ninguna carga pública los obliga a sostener con su peculio los gastos judiciales impuestos por un funcionario de un Poder del Estado Nacional, como condición para poder trabajar (Juez que designa al perito). De esta manera, es cierto que no realizarán la pericia, pero al menos no deberán trabajar a pérdida.

5. Los modelos de documentos necesarios, se pueden descargar de: https://espanol.groups.yahoo.com/neo/groups/informatica-forense/files/Formularios/
3. Conclusión

En el caso del contrato de trabajo atípico que estuvimos analizando, consideramos que estamos frente a una alteración de los derechos laborales establecidos y vigentes en las siguientes normas:

. Constitución Nacional de la República Argentina.

. Normas Internacionales de la Organización Internacional del Trabajo.

. Normas laborales y previsionales vigentes.

4. Una propuesta de posible solución

Al plantear estos temas a algunos referentes judiciales (jueces laborales, actualmente activos), el principal problema que se nos ha indicado es: “Bueno y ¿Qué hacemos?, ¿Les pagamos de nuestro bolsillo?”. Aunque nuestra primera reacción consistió en responder: “Por supuesto, sería tan equitativo, como pretender que paguemos nosotros”, la equidad nos indica que la solución, al igual que la decisión de emplearnos como trabajadores estatales temporarios, debe partir del Estado. ¿Resultaría esto viable?. Pensemos en una solución factible:

. Los Juzgados disponen de partidas de dinero para ciertos gastos extraordinarios, una especie de caja chica para gastos, por ejemplo si se necesita trasladar un testigo desde otra provincia que no tiene medios para hacerlo, el Tribunal se hará cargo del pasaje y alojamiento que requiere la diligencia. Se podría instrumentar un mecanismo similar para los adelantos de gastos de los peritos.

Solamente será necesario contar con cierta cantidad de dinero al iniciar el sistema, ya que luego el mismo se volverá auto-sustentable.

Este gasto puede ser recuperado para el fondo referido, mediante:

. La inclusión del mismo en las costas del juicio (abona la parte que deba pagar).

. Se descuenta de los honorarios del perito. 

SERÁ JUSTICIA.
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